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Se pronuncia el Tribunal respecto del recurso de apelación interpuesto por el señor Dorancé Grisales Palacio, en contra de la sentencia que profirió el Juzgado Primero de Familia el pasado 16 de febrero, aclarada el 6 de marzo siguiente, en el proceso de petición de herencia que le han adelantado sus hermanos Luz Mila, Argenis Amparo, Aleyda, Jorge Eliécer, José Wilson, Hugo, Consuelo, Martha Cecilia, Germán Arturo y Ramón Elías Grisales Palacio.
ANTECEDENTES

En la demanda, presentada el 25 de mayo de 2007, se solicitó la apertura del proceso de sucesión de la señora Felícita Palacio de Grisales fallecida el 29 de marzo de 1997. Ante las deficiencias de los poderes presentados y su discrepancia con las pretensiones planteadas, entre otros motivos,
 hubo de inadmitirse, lo que dio lugar a que se instara a los demandantes qué era lo que procuraban, y por esto, presentaron mediante su apoderado un nuevo libelo en el que se precisó que se pedía era el reconocimiento de su vocación hereditaria como sucesores de la mencionada causante; y se les adjudicara lo que de manera “equitativa o proporcional” les corresponda.
 
En sustento de los mencionados pedimentos se argumentó esencialmente; y ya que además, se mencionan hechos irrelevantes para este asunto; que de las nupcias celebradas entre Germán Grisales Arango y Felícita Palacio nacieron demandantes y demandado, y que éste adelantó solitariamente el proceso de sucesión de dicha señora, que no dejó testamento, y se hizo adjudicar el único bien relicto el que luego hipotecó, lo que ha lesionado sus derechos. 

A la demanda así corregida, se le dio curso por auto de 19 de junio de 2007. El accionado Dorancé Grisales Palacio solicitó que se le amparara por pobre y el abogado que para el efecto se le designó se opuso a las pretensiones luego de hacer observaciones sobre la situación del bien relicto de la mortuoria, en el sentido de que pertenece a la sociedad conyugal que integraron la causante y Germán Grisales Arango; anotar que en la sucesión adelantada en el Juzgado 2º de Familia no se presentaron otros interesados aparte de su protegido pese al emplazamiento que se surtió; y que como propietario inscrito del bien nada le impedía gravarlo con hipoteca. Opuso excepciones que denominó “de indebida petición” ya que a los demandantes no se les puede hacer adjudicación en la proporción que aducen; y “falta de integración de la parte pasiva” porque debió citarse al citado señor Grisales Arango, que puede ser afectado con la decisión que se adopte en este proceso. Al replicar las excepciones se adujo por los demandantes que dicho ciudadano ya falleció, aunque no se trajo prueba al respecto. Posteriormente se llevó a cabo la audiencia ordenada por el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil y fracasada la conciliación, enseguida se dispuso admitir como prueba algunos de los documentos aportados con la demanda, y se negó un dictamen pericial por inconducente. En cuanto a las pruebas pedidas por el demandado solo se reconocieron como tales las aportadas antes de la citada audiencia. 
El fallo objeto de la impugnación fue favorable a las pretensiones de los demandantes. Concluyó que está probado que tienen derecho a recoger la herencia de la causante Palacio de Grisales que ha sido ocupada por el demandado en su calidad de heredero como se desprende de las partidas civiles de nacimiento y del certificado de tradición en el que aparece como adjudicatario, de tal manera que el trabajo de partición les es inoponible. Desechó las excepciones opuestas pues no encontró que fuera necesaria la integración del litisconsorcio “por que (sic) ha quedado claro, no se requería la intervención (sic) del litisconsorcio por pasiva, advirtiéndose que con quien se pretendía se constituyera falleció, situación que resulta extraña que la desconociera el demandado, pues se trata de su progenitor.” La de “indebida petición” no la consideró un verdadero medio exceptivo en cuanto que estima que las pretensiones debieron ser diferentes a las formuladas lo que no conjuga con lo que es una verdadera defensa de esta naturaleza.   
La sustentación del recurso encaminada por supuesto a la revocación de la sentencia, en lo fundamental y para rescatar lo que no es del todo impertinente del memorial presentado en esta instancia; pues cuando se presentó el recurso se advirtió que su formulación se debía a la “indescansable (sic) insistencia e intriga de mi mandante” sin enfrentar los argumentos del a-quo; se concreta en lo siguiente. Que los demandantes no tienen vocación hereditaria. Ésta, se dice, es un elemento más subjetivo que objetivo, el que debe haberse puesto de presente mediante la preocupación por las honras fúnebres, el pago de los “conceptos mortuorios” y la defensa de la masa herencial. Da entender que actos de esta clase no los ejercieron los actores quienes “accionaron frente a terceros que pretendieron comprar y negociar fraudulentamente el bien inmueble herencial”. Por el contrario, Dorancé Grisales Palacio sí emprendió la defensa del mismo “pues salvó de las garras del fraude el bien relicto” como demuestra un fallo de 25 de septiembre de 2003 que anexa, y ha cumplido “en estricto derecho la exigencia objetiva y subjetiva” de la vocación hereditaria, de la que ahora quieren aprovecharse sus hermanos con “descarado atrevimiento” luego de que él hiciera los gastos. 

En cuanto hace con el ordinal 5º del fallo apelado, se discurre por el apelante que desacierta el Juzgado al declarar que a los demandantes les es inoponible el trabajo de partición porque el demandado cumplió todas las exigencias legales para que se le adjudicara el bien y pueden afirmarse que aquéllos “renunciaron tácitamente” a la masa herencial ya que era “de conocimiento público que mi cliente había iniciado el proceso sucesorio pluricitado y los demandantes no comparecieron en forma oportuna dejando en el vacío e incólume mis derechos (sic) a la espera de una oportunidad más honerosa (sic) y ventajosa, pero mal podría tenerse de recibo la conducta negligente de los hermanos Grisales Palacio para con posterioridad premiarles con la adjudicación a expensas de los sacrificios y la legítima vocación herencial de mi cliente…”.
Por último, discrepa de la decisión de condenarlo en costas pues la misma desconoce su desempeño como “verdadero guardián de los derechos familiares que después le quisieron y le quieren arrebatar.”

Por su parte, los demandantes impetraron la confirmación del fallo recurrido, aduciendo que el escrito de apelación no reúne los mínimos requisitos de forma y de fondo, y es incoherente; y que no debían escucharse los alegatos directos del demandado quien está debidamente representado por profesional del derecho. 
En el trámite de la apelación se ordenó traer a este expediente la partida de nacimiento de una de las demandantes, y copias auténticas del proceso de sucesión de la señora Felícita Palacio de Grisales, necesarias para la decisión que ha de tomarse. Una y otras se incorporaron al plenario.
CONSIDERACIONES
La acción de petición de herencia que consagra el artículo 1321 del Código Civil, la tiene el heredero que demuestre su derecho preferente o concurrente a una herencia que otros han ocupado arrogándose similar condición, para que se le adjudique la cuota que le corresponda y se le restituyan las cosas hereditarias.

De suerte que lo esencial para la demostración del derecho invocado, es la acreditación de la condición de heredero que facilite comprobar que el actor tiene los derechos que alega, para lo cual es menester evidenciar su vocación hereditaria.  En el sub-lite ella se ha comprobado con suficiencia con la aducción de los documentos del estado civil correspondientes, que todos los demandantes son hijos de la causante Felícita Palacio de Grisales, a quien aspiran a suceder.
 Ahora, igualmente está comprobado que en la mortuoria de dicha señora no intervinieron los demandantes, ya que con la prueba documental recaudada en esta instancia
 se ha acreditado que tal sucesión se tramitó en el Juzgado Segundo de Familia con la comparecencia exclusiva del señor Dorancé Grisales Palacio, quien tiene el mismo grado de parentesco con la finada, por lo que es claro que se presentó la preterición a que se alude en la demanda. 
Dados estos antecedentes de la cuestión, se deduce que se conformaron los requisitos para la prosperidad de las súplicas, y deben de satisfacerse los pedimentos concretos que permitan la efectiva protección del derecho real de herencia, del cual son titulares los actores en relación con la que dejó la causante mencionada, y obtengan la porción de la universalidad patrimonial que les corresponde junto con quien la ocupó, por lo cual les es inoponible la partición que se llevó a cabo sin su concurrencia en el proceso sucesorio de la de cujus, la misma que no puede resultarle vinculante y es necesario rehacer por motivos de equidad y de justicia.  Como ha dicho la jurisprudencia, sobre esta concreta materia:

"Ciertamente, cuando la acción de petición de herencia se traba entre coherederos, su finalidad específica no es la de que al accionante, desalojado de la posesión de su cuota hereditaria por los otros, se le asignen determinadas cosas singulares de las adjudicadas a aquellos o cuotas pro indiviso de esas cosas singulares apedazándose así la composición de la hijuela a que tiene derecho y producción de este mismo resultado en la estructura de las hijuelas de los demás.  Sino que, en tal caso, el término de la acción es el de que al peticionario se le satisfaga, con ajuste a los preceptos rectores de la materia, su participación en la herencia sin perjuicio de los derechos de los demás herederos, resultado integral al que sólo podría llegarse mediante un acto de partición celebrado con la presencia de todos los interesados y consentido por éstos o aprobado por el Juez".
 
Respecto de este punto se tiene que el demandado ha alegado la improcedencia de la aludida inoponibilidad que porque el proceso sucesorio que tramitó se ciñó a las reglas procesales y además, los aquí demandantes tenían conocimiento del mismo y no comparecieron por lo que se entiende que “renunciaron tácitamente” a sus derechos. Empero, debe decirse que la ley parte de que hubo un heredero que ocupó la herencia en su calidad de tal y por tanto, presume que lo hizo mediante sujeción a los procedimientos sucesorios y no obstante, confiere a los herederos preteridos la acción de petición de herencia para que se les reconozca su calidad de tales, se les abra la posibilidad de que se les adjudiquen los bienes relictos en lo que les corresponda y se les restituyan. Y lo que es fundamental para desechar la tesis del recurrente: debe tenerse en cuenta que la acción mencionada es intemporal; depende de que exista la herencia y se tenga el derecho y,  en relación con ella actúa la prescripción extintiva cuando un tercero a su vez la ha adquirido por prescripción adquisitiva porque ha ocupado la herencia por el tiempo establecido en la ley.  Criterio que es de vieja data y que fue expuesto en la sentencia de la Corte Suprema de Justicia de 5 de junio de 1996, en la cual, con ponencia del Magistrado Lafont Pianetta, se expresó:

“1.- Primeramente precisa la Sala la intemporalidad que caracteriza la reclamación del derecho de herencia, ya que éste no desaparece por mero transcurso del tiempo sino cuando se presentan los hechos extintivos del mismo e impeditivos de las acciones que lo protegen.

“1.1.- En efecto, según lo prescribe el inciso segundo del artículo 665 del C.C., el derecho de herencia es considerado como un derecho real (ius in re), el que recae sobre una universalidad jurídica o parte de ella, constituida por el conjunto de derechos patrimoniales de que era titular el causante.  Por ello, en términos generales es preciso afirmar que si el derecho de herencia, de acuerdo con el criterio tradicional de los derechos reales y particularmente el de propiedad, existe y se perpetúa mientras subsista el objeto sobre el cual recae, es decir, que si el derecho de herencia o de dominio existe mientras haya herencia o cosa; resulta lógico también entender que las acciones que protegen tales derechos también existen de manera indefinida y por todo el tiempo en que estos derechos subsistan.  De allí que, por regla general un heredero puede reclamar un derecho hereditario momento y cualquiera que sea el tiempo que haya transcurrido (sic), bajo la condición que al instante de su reclamación aún exista y se tenga el correspondiente derecho hereditario.  Luego, en sí mismo es indiferente el mero tiempo que haya transcurrido, si efectivamente aún se tiene el derecho de herencia.

“1.2.- Sin embargo, la Corte encuentra que este principio tradicional, también tiene limitaciones.

“1.2.1.- La primera limitación se presenta en la ausencia del derecho hereditario que se dice reclamado.  Pues, en este caso, no se puede reclamar un derecho que no se tiene, tal como cuando no se tuvo nunca el derecho hereditario que se alega, como sucedería con quien no se (sic) posee el grado de parentesco que lo ubique como heredero del causante, o con quien no adquiere derechos patrimoniales hereditarios por la caducidad de efectos patrimoniales de la sentencia de la sentencia (sic) de filiación prevista en el artículo 10 de la ley 75 de 1968.  Ni tampoco puede exigirse la satisfacción de un derecho hereditario que si bien se tuvo en algún momento, se dejó de tenerlo, por ejemplo, por haberlo dispuesto (vgr. a título de venta) voluntariamente.
“1.2.2.- La segunda limitación se presenta cuando el derecho hereditario que se tiene se extingue por prescripción (art. 2535 C.C.), lo que acontece no por el mero transcurso del tiempo, sino por "la prescripción adquisitiva del mismo derecho" (art. 2538 C.C.), esto es, aquel derecho se extingue solo cuando un tercero, siendo poseedor material hereditario lo ha prescrito extraordinaria u ordinariamente (Arts. 2533, num. 1 C.C. y 1o. Ley 50 de 1936 y arts. 766, 2512 y 2529 C.C.), pues en ese momento el derecho hereditario lo adquiere el tercero y simultánea y correlativamente se extingue para el anterior heredero. Luego, para que el derecho hereditario se extinga por prescripción no basta el mero transcurso del tiempo ni el no ejercicio de la llamada acción de petición de herencia (art. 1326 CC.), sino que es necesario que opere la prescripción extintiva, la cual solamente se consuma y perfecciona cuando simultáneamente un tercero adquiere el mismo derecho de herencia por usucapión.

“1.3.- Luego, para analizar si un derecho hereditario se ha extinguido o no por prescripción, primero hay que averiguar si un tercero lo ha adquirido por prescripción o no, para luego establecer la secuela correspondiente a la prescripción extintiva, o supervivencia de dicho derecho.

“1.3.1.- Ahora bien, el derecho de herencia es también adquirible por prescripción (art. 2512 C.C.) extraordinaria (art. 2533 y art. 1o. Ley 50 de 1936) u ordinaria (arts. 2528, 2529 y 766 CC), cuando el heredero aparente o putativo fuere un poseedor material hereditario irregular o regular durante 20 o 10 años (Sent. 4 de febrero de 1993, aún sin publicar), según el caso; sin que su verdadero y real heredero hubiere ejercido con éxito la acción de petición de herencia (art. 1326 CC.) que le hubiere permitido reclamar la restitución de dicho derecho.  Luego, solamente en el momento en que este tercero adquiere por prescripción extraordinaria u ordinaria el derecho hereditario, simultánea y correlativamente también se extingue por prescripción el derecho hereditario y la acción que correspondía al anterior y verdadero heredero verdadero (sic).

“1.3.2.- En cambio, mientras el derecho hereditario en una sucesión determinada no haya sido adquirido por prescripción adquisitiva o usucapión por una persona, no se produce entonces la extinción correlativa de ese derecho hereditario en su titular.  Ello acontece con el mero transcurso del tiempo, el cual no es suficiente para estructurar la adquisición y extinción prescriptiva, pues se requieren otros elementos para su perfección.  De allí que el mero transcurso del tiempo, por mas prolongando que sea, no extinga el derecho hereditario en una sucesión adquirido por la muerte de su causante; y, por tanto, podrá reclamarse su protección mediante la acción de petición de herencia en cualquier tiempo, a menos que, como se dijo y ahora se repite, se haya extinguido por prescripción como consecuencia de que un tercero hubiese adquirido ese mismo derecho hereditario por prescripción adquisitiva o usucapión”.
 
De acuerdo con lo cual, y siendo que no se está ante las limitaciones a que se refiere esta doctrina pues no hay duda de la existencia de los derechos hereditarios reclamados y que de otro lado, no se alegó prescripción, bien puede concluirse que no ha lugar la argumentación defensiva que se replica. 
Ahora, en cuanto hace con la otra alegación, se tiene que el hecho de que los demandados no hayan interpuesto las acciones para la integración del caudal relicto, no es carga que tuvieran para poder desplegar la acción de petición de herencia. Ese no es requisito para su prosperidad como se desprende de las normas sustantivas que consagran los artículos 1321 y siguientes del Código Civil. Y de otro lado,  según puede verse en las sentencias que resolvieron la demanda que el demandado presentó en procuración de ese fin, se tiene que las pretensiones que satisficieron las súplicas fueron planteadas a favor de la sociedad conyugal que conformó la causante con Germán Grisales Arango y en ningún caso a favor suyo. De tal modo que el fallo obtenido no consagró en su favor derechos sobre el bien a que la demanda se contraía y nada en esa dirección se declaró. Se definió que debía integrar dicha universalidad, lo que una vez logrado significó que cualquiera de sus copartícipes o los herederos del causante podían posteriormente impetrar la liquidación respectiva sin que interese quien promovió el proceso a favor de ella. Por eso se ha dicho: 

“Nuestra jurisprudencia ha aceptado que los derechos de la sociedad conyugal iliquida pueden hacerse efectivos judicialmente por los copartícipes en esta comunidad o sea, el cónyuge sobreviviente y los herederos del de cujus, no siendo necesaria la concurrencia de consuno de uno y otros para el ejercicio de las acciones que favorecen la comunidad…”.
 
Aserción que luego fue objeto del siguiente comentario: 

“Como señala la anterior jurisprudencia, el rasgo definidor de la comunicad que se analiza es su universalidad, rasgo que emerge a raíz de la prolongación, o mejor, de la transmutación del patrimonio como uno de los atributos de la personalidad al desaparecer ésta. Esa universalidad, por su misma esencia, entraña que en la comunidad queden inmersos todos los bienes y derechos de que el difunto era titular, al igual que los que, siendo sociales, aparezcan en cabeza del cónyuge supérstite, y trae como consecuencia la convocación o llamamamiento de todos aquellos que, por determinación de un precepto legal, tengan interés en su liquidación, habida cuenta de que el ordenamiento jurídico no mira con simpatía la perdurabilidad del estado de indivisión.”
 

De donde viene que así como ningún obstáculo jurídico entrababa el que el demandado ejerciera las acciones que significaron la integración de la masa hereditaria, tampoco había óbice para que los demás herederos luego pudieran intervenir en el proceso liquidatorio sucesoral ni que, preteridos, luego optaran por el ejercicio de la actual petición de herencia. Replicados así los planteamientos de la apelación, se deduce que haya de confirmarse en todas sus partes la sentencia revisada con la consiguiente condena en costas de esta segunda instancia en la que no actuó como amparado por pobre sino mediante la constitución de apoderado y visto que el señor Dorancé Grisales Palacio ha sido vencido, sin que importe para este señalamiento que haya debido asumir gastos tanto en el proceso ordinario que promovió como en la mortuoria, ya que lo que aquí importa es el sentido objetivo de la situación de derrota jurídica.  
Resta añadir que si bien en la primera demanda y bajo el título de “solicitud medida especial” se planteó la invalidez de la hipoteca que constituyó el demandado sobre el bien, una vez se le adjudicó, al subsanarse y sustituirse por otro escrito, esta pretensión quedó excluida del petitum y en relación  con ese punto no hubo debate alguno en el proceso.  Además de que se está ante apelante único, cuya situación no cabría eventualmente agravar visto el principio de la no reformatio in pejus, y los demandantes quedaron conformes con el fallo, que no aludió a esa materia.  
En razón de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil y de Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,  CONFIRMA en todas sus partes, la sentencia que en este proceso ordinario dictó el 16 de febrero del presente año el Juzgado Primero de Familia de Pereira, aclarada el 6 de marzo siguiente. Costas de esta segunda instancia a cargo de la parte recurrente.  
Cópiese y notifíquese

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López
Claudia María Arcila Ríos
Gonzalo Flórez Moreno
(con aclaración de voto)
� No se acertó al sustraérsele valor a la partida eclesiástica de matrimonio de la causante, comoquiera que si tal hecho del estado civil ocurrió el 11 de febrero de 1942, podía acreditarse con copias del registro civil o las eclesiásticas expedidas por el respectivo párroco de la Iglesia Católica. Solo a partir del 5 de agosto de 1970 la única prueba admisible es la primera. (Ley 92 de 1938 y decreto 1260 de 1970).  


� El solo pedimento del reconocimiento de la vocación hereditaria no implica ejercicio de la acción de petición de herencia. Lo que salva el petitum es la solicitud de que a los herederos se les adjudique lo que les corresponda, ya que tampoco pidieron restitución de las cosas hereditarias. Estrictamente podría hablarse de que súplicas tan incompletas darían lugar a una sentencia inhibitoria, pero en aras de los derechos sustanciales por los cuales hay que propender, entiende la Sala que debe superarse tal escollo en interpretación del libelo. Como expresó la Sala de Casación Civil: “Casos hay, empero, en que el Juez debe ejercer sus facultades interpretativas para desentrañar la voluntad de las partes cuando éstas no han logrado darla a conocer diáfanamente, de manera que en procura de evitar el sacrificio del derecho sustancial, puede enmendar con su actividad dialéctica la confusa presentación de los hechos, de las pretensiones o de las excepciones que hayan efectuado las partes en el proceso…” (sentencia de 10 de julio de 2000. Magistrado Ponente: Doctor Silvio Fernando Trejos Bueno).  


� La sentencia se aclaró, para precisar que no había condena en costas en contra del demandado por haber actuado en amparo de pobreza. 


� Se logró obtener la prueba respecto de Argenis Amparo que no se había adjuntado en la primera instancia, pese a lo cual se le reconoció su condición de heredera. 


� Folios 2 a 12, c. 5. 


� Sentencia de 16 de diciembre de 1969, G.J., CXXXII, 261. 


� Gaceta Jurisprudencia No 41, página 17. 


� G.J. LXXVII, 347.  


� Sentencia de 22 de agosto de 1986. Magistrado Ponente: Doctor Héctor Marín Naranjo. 
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